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Prólogo

Cuando asumimos la gestión del rectorado en 2022, nos propusimos poner en 
valor la perspectiva de los Derechos Humanos como eje transversal de gestión. 
Con este objetivo creamos el Área de Derechos Humanos de la Universidad 
Nacional de Cuyo, bajo la órbita del Vicerrectorado.

El trabajo del área consiste en coordinar las acciones que llevan adelante las 
unidades académicas y reconocer el trabajo realizado junto a los organismos 
de Derechos Humanos e instituciones de la sociedad civil. Desde la universidad 
bregamos porque la defensa, promoción y protección de los Derechos Humanos, 
se consolide como espacio académico, de investigación y extensión universitaria.

Por otro lado, sabemos que debido a la amplitud del campo de estudio y 
defensa de los Derechos Humanos, debe ser misión de la Universidad promover 
procesos de enseñanza-aprendizaje desde una perspectiva de los derechos. 
Además, debemos impulsar la reflexión crítica en sus estudiantes y construir 
relaciones democráticas, inclusivas, igualitarias y plurales, pensando a la edu-
cación superior como un derecho humano.

Cuando planteamos la importancia de la promoción de derechos, pensamos en 
su democratización y en la necesidad sentida de que la UNCUYO institucionalice 
esta política universitaria. Buscamos propiciar el trabajo interdisciplinario, la 
incorporación de contenidos curriculares, de extensión y de investigación, en 
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esta temática, coordinando acciones con el Estado, con otras universidades y 
con las organizaciones de la sociedad civil.

Partiendo de la historia argentina reciente, es fundamental sostener el 
abordaje troncal de Memoria, Verdad y Justicia. A partir de este paradigma, se 
enmarcó la celebración de los 40 años de la recuperación de la democracia en 
Argentina y los derechos humanos como elemento esencial de una sociedad 
democrática. También es necesario incorporar nuevas demandas de la sociedad 
como el respeto por los derechos de las mujeres y las disidencias, de los migran-
tes, de la protección del ambiente, entre otros.

En este sentido desarrollamos una convocatoria a promover la reflexión amplia 
y plural sobre este proceso atravesó la Argentina y Latinoamérica, en lo social, 
político, económico y cultural. Esta iniciativa llevada adelante entre la Secretaría 
de Investigación, Internacionales y Posgrado, la Secretaría Académica, y el Área 
de DDHH del Vicerrectorado se denominó Argentina: 40 años en democracia.

De la convocatoria a presentar producciones escritas o artísticas podían parti-
cipar estudiantes, egresadas/os, docentes, investigadores/as, artistas, expertas/os 
e intelectuales pertenecientes a la UNCUYO, individual o grupalmente. Entre las 
bases se hacía hincapié en el abordaje multidisciplinario y con un enfoque local.

Los temas propuestos –que no pretendían ser excluyentes– eran: educación; 
niñeces y adolescencias; diversidad; género; memoria; medio ambiente; salud 
mental; cultura; violencia institucional; migraciones; organizaciones sociales; 
discapacidad; pueblos originarios; políticas sociales; accesibilidad: informa-
ción pública, justicia; democratización de los organismos de ciencia y técnica; 
internet y la democratización del conocimiento; comunicación pública de la 
ciencia; agenda científica desde la restauración democrática y geopolítica del 
conocimiento científico.

Tanto las producciones artísticas como las escritas, fueron puestas a eva-
luación por un jurado de expertos de nuestra universidad, quienes evaluaron 
la vinculación con la temática, la novedad de la propuesta y la relevancia en el 
campo artístico o científico-académico. Las evaluaciones individuales se llevaron 
adelante en un proceso complejo, atendiendo la diversidad de temáticas, géneros 
y formatos recibidos en una convocatoria que buscó tener marcos amplios para 
interpelar a diferentes postulantes

En la categoría de Producción Artística, el primer premio fue para Paulina 
Magalí Sosa y su obra Surrealismos argentinos. En Producción Escrita, se llevó 
el mejor puntaje el artículo titulado Ciudadanía, medioambiente y desarrollo: la 
democracia en clave regional ante la crisis climática, de los autores Lucio Marinsalda 
Pastor y Alejo Gabriel Patiño y las autoras Valentina Lucero, Gimena Belén Agui-
lera, Emilce López, Shannon Rommel y Lourdes Sánchez. Cabe mencionar que 
recibió una mención especial del jurado el ensayo Una Margarita entre espinas, 
de Rosana Palazzi.
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Además del premio para cada categoría los mejores escritos se compilan 
en esta publicación editada por la EDIUNC y las mejores producciones artís-
ticas formarán parte de la muestra Argentina: 40 años en democracia en la Nave 
Universitaria. 

Este concurso estimuló el debate, intercambio y construcción de espacios de 
conocimiento poniendo en valor la vida democrática y atendiendo la perspectiva 
de los DDHH.

Ponemos a disposición nuestra Área de Derechos Humanos para canalizar 
las propuestas que surjan de las diferentes dependencias de la Universidad y 
también de los organismos de derechos humanos de la provincia y de las organi-
zaciones sociales del territorio, vinculadas con la conmemoración de este proceso 
histórico.

Celebramos vivir en Democracia con garantía de derechos humanos.

Mendoza, diciembre de 2023.
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1
Ciudadanía, medio ambiente y 
desarrollo: la democracia en clave 
regional ante la crisis climática

Lucio Marinsalda Pastor
Valentina Lucero
Alejo Gabriel Patiño
Gimena Belén Aguilera
Emilce López
Shannon Rommel
Lourdes Sánchez

Introducción

Argentina celebra, este 2023, 40 años de democracia ininterrumpida. Su desa-
rrollo institucional no ha sido aislado: particularmente en América Latina se 
alcanzaron reformas democráticas a lo largo de las últimas décadas del siglo xx, 
enmarcadas en lo que también fue identificado como la tercera ola democrati-
zadora (Huntington, 1993). Más allá de su inestabilidad manifestada mediante 
fenómenos como la caída de los presidentes (Perez-Liñán, 2009), la democracia 
se ha convertido en la forma de gobierno predominante en la región y ha dotado 
de mecanismos para su preservación a los países que la conforman, tanto de 
manera individual como conjunta.

El desarrollo democrático, a su vez, ha debido enfrentar crecientes desafíos 
asociados con los signos de la época: uno de los elementos que marcan el actual 
período  es el relacionado con el cambio climático y sus consecuencias para 
el planeta y la humanidad que alberga. La importancia de este asunto no ha 
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pasado desapercibida en Argentina, donde el derecho a un ambiente sano fue 
incorporado como artículo en la Constitución Nacional reformada en 1994. Más 
cercanos en el tiempo, en 2020, el país ratificó su pertenencia al Acuerdo de 
Escazú, significativa innovación institucional regional para garantizar estándares 
de acceso a la información por parte de la ciudadanía en asuntos ambientales.

Destacamos dos importantes tendencias que se desprenden de lo anterior: (i) 
el desarrollo en democracia ha incorporado demandas de desarrollo de ciuda-
danía, esto es, el reconocimiento y ejercicio de un conjunto amplio y creciente 
de derechos ante desafíos emergentes; (ii) y que este desarrollo ha guardado 
relación con dinámicas de escala internacional, pudiéndose resaltar esfuerzos 
por la generación de prácticas compartidas por la región latinoamericana ante 
la problemática ambiental.

En el presente trabajo procuraremos abordar brevemente ambas cuestiones y 
explorar los posibles vínculos que las unen. A partir de una exploración crítica de 
la bibliografía y principales referentes en estas temáticas, el texto se dividirá en 
dos apartados principales: en primer lugar, se discutirán aspectos de democracia 
y ciudadanía insertos en un contexto regional; y luego se identificará caracterís-
ticas de la emergente democracia ambiental. Por último, se propondrán unas 
reflexiones transitorias sobre las relaciones entre estas temáticas y los nuevos 
interrogantes que estas nos plantean.

Democracia y ciudadanía en clave regional

Con el fin de aproximarnos a la cuestión democrática, en la presente sección 
recorreremos las características que esta forma de gobierno ha alcanzado en 
general y en la región. Para esto, amén de un repaso analítico, la relacionaremos 
con una concepción de ciudadanía y la forma en que esta configuró modalidades 
de legitimidad particulares, lo cual nos permitirá explorar algunos de sus desafíos 
y limitaciones actuales.

La democracia es un concepto de larga data, con múltiples perspectivas, sig-
nificaciones e interpretaciones a lo largo del tiempo, el espacio y las teorías. A 
su vez, la misma palabra puede referirse tanto a elementos empíricos como 
normativos y, en general, tiene un sentido positivo al usarse como adjetivo. 
Ahora, ¿a qué nos referimos cuando hablamos de ella? Al respecto, conviene 
señalar que la concepción moderna de democracia hace énfasis en su versión 
representativa aplicada a los grandes Estados republicanos. De esta manera, y 
partiendo de una concepción schumpeteriana minimalista, Przeworski (1997) 
sostiene que la democracia es un sistema en el que los gobernantes son selec-
cionados mediante elecciones competitivas. A pesar de su brevedad, es una 
definición esencial ya que, en sus palabras, evoca a la democracia como el único 
sistema a través del cual los ciudadanos pueden deshacerse de un gobierno sin 
que medie derramamiento de sangre. Ante la existencia de conflictos de orden 
económico, cultural y moral en la sociedad, el consenso sobre la manera de elegir 
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a los gobernantes es de gran importancia. No obstante, no sólo se resalta el hecho 
de que asegura en cierta manera el traspaso del poder en forma pacífica, sino 
que el factor de que esa alternancia sea mediante el voto asegura la goberna-
bilidad (Przeworski, Ortega y Rapoport, 1997). Dahl (1991), a su vez, denomina 
a este orden «poliarquía» y le atribuye un conjunto de elementos (igualdad de 
voto, participación efectiva, comprensión esclarecida, control del programa de 
acción e inclusión) emergidos a partir del incremento de la escala (territorial, 
administrativa, poblacional) abarcada por estas grandes organizaciones que 
constituyen los Estados modernos.

Ya acercándonos a Latinoamérica, Mainwaring y Pérez-Liñán (2015) analizan 
la democracia indicando que aquella existe cuando:

—El jefe de gobierno y la legislatura son electos en elecciones abiertas, justas 
y competitivas;

—Las elecciones son celebradas mediante sufragio universal;
—Se protegen los derechos civiles y políticos;
—Las autoridades ejercen efectivamente el poder, punto que es incumplido 

cuando el gobierno es controlado por esferas militares, por ejemplo (2015, 
p. 142).

Estos autores, a partir de observar la evolución de los regímenes políticos en 
20 países de la región, comentan también que raramente hacen transición por 
separado (Mainwaring y Pérez-Liñán, 2013). Entre otros factores que influyen 
sobre la democratización de ciertos regímenes, unos de los más importantes son 
los internacionales y, más específicamente, los regionales. Son tres, al menos, 
los mecanismos causales de la diseminación y difusión en relación a las olas de 
democracia o autoritarismo en América Latina, que confirman la relevancia de 
considerar al régimen en clave regional:

—En primer lugar, la diseminación de normas e ideas que influyen en la forma 
en que los actores domésticos perciben sus intereses políticos y sus pre-
ferencias sobre el régimen. Esto sucede a través de canales diseminación 
y comunicación internacionales, institucionalizados o no, como la OEA.

—Segundo, la existencia de actores internacionales que actúan e impactan 
en los países de la región.

—Y tercero, la influencia de actores poderosos, como Estados Unidos, y su 
posición a favor de transiciones democráticas o no. (Mainwaring y Pérez-
Liñán, 2009:550-552)

Notamos, entonces, que la democracia no es un fenómeno exclusivo de Argentina 
y tiende a expresar tendencias regionales. Por caso, a partir del final de la década 
de los 90 –asociada a lo que habitualmente se conoce como neoliberalismo 
(Harvey, 2005)–, emergió el denominado «giro rosa» (1999-2014) caracterizado 
por gobiernos de centroizquierda o izquierda política (Lissidini et al., 2015). A 
lo largo del período, la región ha contenido regímenes mayormente democrá-
ticos, incluso con altos grados de satisfacción con la democracia por parte de 
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los ciudadanos en general (Lissidini et al., 2014). Y, si bien las problemáticas 
domésticas presentan variaciones, también se puede observar características 
compartidas que expresan problemas comunes: un ejemplo que podemos res-
catar es la emergencia de actores, como los pueblos originarios, buscando mayor 
representación, inclusión y reconocimiento. Se trata de un ejemplo que nos 
permite ilustrar un elemento clave del ejercicio democrático: la constitución 
de una ciudadanía que se desempeña y desarrolla al amparo de este andamiaje 
institucional, como veremos a continuación.

La cuestión de la ciudadanía como estatus en el marco democrático supone 
un asunto fundamental para la comprensión del desarrollo de las democracias, 
las disputas que encarnan y los resultados que acaban cristalizando en el orde-
namiento alcanzado luego de cada etapa de negociación. En su clásico trabajo 
sobre ciudadanía y clase social, Marshall (1949) aporta una perspectiva lineal para 
su abordaje, observando una evolución creciente en lo que identifica como tres 
etapas fundamentales (amparándose en la experiencia británica):

—La ciudadanía civil, que comprende los derechos civiles necesarios para la 
libertad individual y la igualdad ante la ley (libertad de pensamiento, de 
religión, derecho a la propiedad, entre otros). Identifica estos derechos en 
el siglo xviii, con la lucha contra los privilegios aristocráticos.

—La ciudadanía política, en la cual son reconocidos los derechos políticos, 
incluyendo el sufragio y la posibilidad de ocupar cargos políticos. Identifica 
estos derechos en el siglo xix.

—Finalmente, la ciudadanía social, donde se reconocen los derechos de todas 
las personas a un mínimo bienestar económico y a gozar de condiciones de 
vida dignas, tales como trabajo, educación, vivienda o salud. Identifica el 
resurgimiento de estos derechos en el siglo xx, estrechamente vinculado 
con el desarrollo Estado de bienestar y su fortalecimiento a partir de la 
conquista de reivindicaciones sociales.

La ciudadanía es, entonces, para este autor, el conjunto de derechos civiles, políti-
cos, económicos, sociales y culturales; además de una serie de deberes derivados 
que se atribuyen a los miembros de una sociedad. Todos los que poseen dicho 
status son iguales en lo referido a los derechos y deberes que conllevan (Marshall, 
1949). De estas tres dimensiones de ciudadanía que listamos más arriba y que se 
encuentran ordenadas cronológicamente en la visión de Marshall, nos centrare-
mos en la última para abordar algunos desafíos y limitaciones que enfrentan los 
ordenamientos democráticos actuales. Esto se debe a que la ciudadanía, además 
de estatus, es una fuerza legitimadora de un ordenamiento social determinado y 
por consiguiente la legitimidad democrática implica el procesamiento/expansión 
de la ciudadanía para garantizar su continuidad. La emergencia de los derechos 
de tercera generación, como el de un ambiente sano, puede explicarse por esta 
demanda creciente (en el caso de este derecho, como producto de un entorno 
cada vez más degradado) en el marco de una idea de ciudadanía social. Con 
el abandono del siglo xx, algunas mutaciones en la legitimidad democrática 
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han comenzado a tornar evidentes algunas limitaciones de los mecanismos 
vigentes para la absorción y administración de demandas emanadas por una 
ciudadanía cambiante: Rosanvallon (2009) señala un fortalecimiento de la que 
ha denominado «legitimidad de proximidad», centrada en la cercanía de líderes 
a individualidades expresadas por cada ciudadano y traductora de la ruptura 
de las grandes identidades del siglo pasado (clase, nación, entre otras). Manin 
(2015) señalaba que esta forma de legitimación configuraba una «democracia 
de audiencias», caracterizada por una menor lealtad hacia los partidos y una 
emergencia de participación política no institucionalizada. Esta legitimidad de 
proximidad en las democracias de audiencias, entonces, supone una ciudadanía 
que expresa demandas nuevas de maneras distintas y su absorción por parte 
de la democracia ha implicado contemplar otros mecanismos. Aquí es donde 
comienzan a figurar las herramientas y reclamos orientados hacia lo que se 
conoce como democracias participativas.

En los últimos años, hemos visto el surgimiento de una nueva llamada a la 
democracia participativa, donde se incorpora, en términos básicos, «la partici-
pación directa de los ciudadanos en algún momento del proceso de decisión 
política» (Lissidini, 2007:3). En  teoría, las democracias participativas deben 
aumentar la inclusión, celebrando la diversidad para brindar igualdad de opor-
tunidades, instando a los sectores más vulnerables y marginados a ser parte de 
la política. Ello a través del acceso a información del gobierno, sus políticas y su 
impacto, de manera tal que todos los ciudadanos pueden ser usuarios de servicios 
públicos y que todos tienen la habilidad de participar en las decisiones. Significa 
un gran trabajo en acortar la distancia entre instituciones representativas de la 
democracia mientras mantiene o aumenta la confianza que el ciudadano tiene 
en la eficiencia y voluntad del gobierno. Teniendo en cuenta esto, el-Wakil (2020) 
ha postulado la existencia de una «representatividad recursiva» ante procesos 
de consulta popular e iniciativas bottom-up. Su idea de recursividad refiere a 
una comunicación más fluida (y un intercambio argumental que puede alcan-
zar una «saturación») entre representantes, representados y grupos de interés. 
La observación de el-Wakil enfatiza el rol estructural de estas instituciones: la 
sola existencia de estos mecanismos, incluso si no se los utiliza (siempre que la 
posibilidad de su utilización sea creíble), impacta positivamente en términos de 
representatividad porque condiciona el accionar de los actores políticos.

Los avances en términos de democracia participativa enfrentan desafíos par-
ticulares en América Latina. Al tratarse de países que atravesaron dictaduras 
relativamente recientes, existen limitaciones en la confianza que los ciudadanos 
sienten hacia el gobierno y en las relaciones sociales en sí (Lissidini et al., 2015). 
Por otra parte, en su diseño y funcionamiento, aún no logran cumplir ser parti-
cipativas de manera igualitaria con toda la población (Lissidini et al., 2015). La 
desigualdad, la pobreza, la indigencia y la transparencia siguen siendo factores 
que afectan a la viabilidad de la igualdad de la democracia participativa. Por razo-
nes económicas, sociales y geográficas, entre otras, sectores como los indígenas, 
mujeres y campesinos siguen sin poder participar de manera igualitaria. A pesar 
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de esto, se ha observado una ampliación de los mecanismos de la democracia a 
partir de los años 2000 en varios países latinoamericanos, particularmente en 
lo que refiere a su accountability, un buen indicador que la democracia adquiere 
notas participativas (Lissidini et al., 2015). En el caso argentino, los instrumentos 
de consulta e iniciativa popular contemplados en la Constitución Nacional, así 
como las Audiencias Públicas, constituyen algunas herramientas más participa-
tivas ya instituidas, más allá de las limitaciones en su empleo. Reflejan, de esta 
manera, los cambios absorbidos por las democracias y que podrían conducir a 
traducir en políticas públicas o por lo menos a generar mecanismos de recepción 
para participación política no institucionalizada de la democracia de audiencias.

Hemos contemplado, entonces, tres elementos significativos para la cuestión 
democrática argentina: (i) por una parte, la dimensión regional del fenómeno que 
refuerza a las democracias latinoamericanas; (ii) la relación con una ciudadanía 
que es dinámica y por consiguiente modifica sus demandas en función de un 
mundo cambiante, impulsando así otras modalidades de legitimidad y nuevos 
mecanismos de absorción de su acción política; y (iii) la emergencia, a partir 
de lo anterior, de elementos participativos en la democracia, que incluyen, en 
numerosas oportunidades, un mayor acceso a la información y a algún formato 
de consulta o plataforma de expresión para ciudadanos sobre diversas temáticas. 
Esta última dimensión es la que exploraremos a partir de la cuestión ambiental 
y un caso particular, el Acuerdo de Escazú, en el siguiente apartado.

Crecer para no ensuciar: democracia ambiental y desarrollo

Como se adelantó, en este apartado nos aproximaremos al Acuerdo Regional 
sobre el Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia 
en Asuntos Ambientales en América Latina y el Caribe, coloquialmente conocido 
como Acuerdo de Escazú. Como su nombre indica, este instrumento procura 
garantizar un conjunto de estándares regionales para tres fines: la disposición de 
información por parte de la ciudadanía, la posibilidad de que esta participe y por 
último la provisión de ciertas garantías judiciales en asuntos que tengan que ver 
con el ambiente (CEPAL, 2022). Se mencionó más arriba el conjunto de desafíos 
emergentes a partir de las modalidades de legitimación democrática asociadas 
a una ciudadanía con una suerte de desarrollo lineal en términos de Marshall. 
En este caso, la constitución de ciertos mecanismos para el involucramiento con 
la problemática ambiental representa un ejemplo de esfuerzos por adaptar el 
Estado de Derecho, a partir de iniciativas multilaterales y de alcance regional, a 
un diagnóstico y una demanda. Todo esto, procurando salvaguardar un proceso 
(no exento de controversia): el de desarrollo. Sobre estos tres elementos centra-
remos nuestro análisis. Partiendo del diagnóstico del denominado Antropoceno, 
recogeremos la noción de democracia ambiental como demanda atravesada 
por los conflictos socioambientales de la región; y finalmente observaremos 
en el Acuerdo de Escazú una articulación con el tratamiento, en simultáneo, de 
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las cuestiones de ambiente y desarrollo que la región se ha caracterizado por 
defender como enfoque. El Antropoceno, como diagnóstico, constituye la iden-
tificación de lo que podría tratarse de una era geológica posterior al Holoceno y 
caracterizada por la capacidad alcanzada por la humanidad para actuar como una 
fuerza de cambio geológico y ecológico (Crutzen, 2006). Este accionar geológico 
de la humanidad no solo denota un poder sustancial para la intervención en 
su entorno, sino el hecho fundamental de que esta intervención es perdurable 
(de ahí la idea de que se trata de una era geológica que podrá registrarse por su 
impacto en la superficie terrestre). El cambio climático antropogénico guarda 
relación con la depredación de los recursos de la Tierra y su contaminación: entre 
los esfuerzos por identificar las formas en que la humanidad puede emplear este 
poder técnico alcanzado para intervenir sobre su entorno de manera sostenible 
vale la pena destacar la noción de fronteras planetarias, «precondiciones plane-
tarias innegociables que la humanidad necesita respetar para evitar el riesgo 
de cambios ambientales catastróficos o deletéreas a nivel global» (Rockström, 
2009, citado en Franchini, Viola y Barros-Platiau, 2017, p. 183). Estas fronteras 
consisten en la identificación de nueve fenómenos que no deben superar ciertas 
magnitudes. Estas magnitudes constituirían umbrales a partir de los cuales las 
consecuencias para el planeta resultarían irreversibles y desencadenarían nuevos 
procesos crecientemente dañinos para la continuidad de la vida humana. Las 
nueve fronteras planetarias identificadas por Rockström consisten en la concen-
tración de aerosoles en la atmósfera, la acidificación de los océanos, el cambio 
climático, la reducción de la capa de ozono, cambios en el ciclo biogeoquímico 
del nitrógeno y del fósforo, el uso del agua dulce, los cambios en el uso de la 
tierra, la pérdida de biodiversidad y la contaminación química. Este diagnós-
tico, entonces, encierra dentro de sí el reconocimiento de la capacidad humana 
para el control de la problemática. Esta capacidad requiere, para su despliegue 
efectivo, la cooperación de numerosos actores en una escala planetaria. Pero el 
avance en este sentido ha implicado un camino de décadas: hasta finales de la 
década de 1960, el tema ambiental era considerado como asunto de competencia 
interna de cada Estado. A partir de entonces, dadas las evidencias científicas 
del impacto de las acciones humanas sobre el ecosistema, el agravamiento de 
problemas referidos a la contaminación y el cambio climático y algunos cambios 
en el humor social y los consensos imperantes1 se consideró crecientemente 
relevante la cooperación internacional para trabajar el tema. Franchini, Viola y 
Barros (2017) rescatan a Klijn para señalar como elemento central en la gober-
nanza la «interacción horizontal entre diversos actores, lo que hace la gobernanza 
más legítima»: esto nos permite retomar la idea de ciudadanía como actor con 
la demanda creciente de contar con la capacidad efectiva para involucrarse en 
esta cuestión socialmente problematizada. 

1	 Puede apreciarse la publicación de Primavera silenciosa, de Rachel Carson y la difusión masiva 
de la famosa foto de La Canica Azul como catalizadores de este proceso.
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En cuanto a demanda, la democracia ambiental no cuenta con una definición 
unívoca. Sampaio (2016, p. 150) entiende la democracia ambiental como un 
binomio que

proyecta la reciprocidad de la acción democrática en las deliberaciones sobre el medio ambiente 
y, al mismo tiempo, ecologiza la democracia. Por un lado, se destaca la necesidad de legitimar 
los procesos de toma de decisiones sobre el tema ambiental. Por otro lado, existe el requisito 
de que se tome en serio el medio ambiente en el proceso de elección de políticos y de políticas 
como una agenda necesaria y urgente.

Puede rastrearse la consagración internacional de la democracia ambiental hasta 
la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
(celebrada en Río de Janeiro en 1992), cuyo Principio 10 establece que

El mejor modo de tratar las cuestiones ambientales es con la participación de todos los ciudadanos 
interesados, en el nivel que corresponda. En el plano nacional, toda persona deberá tener acceso 
adecuado a la información sobre el medio ambiente de que dispongan las autoridades públicas, 
incluida la información sobre los materiales y las actividades que encierran peligro en sus comu-
nidades, así como la oportunidad de participar en los procesos de adopción de decisiones. Los 
Estados deberán facilitar y fomentar la sensibilización y la participación de la población poniendo 
la información a disposición de todos. Deberá proporcionarse acceso efectivo a los procedimientos 
judiciales y administrativos, entre éstos el resarcimiento de daños y los recursos pertinentes.2

Fue tal el impacto en la región que muchos países adoptaron este principio 
en diferentes normas. Argentina lo adoptó en el artículo 41 de su Constitución 
Nacional reformada en 1994. El Acuerdo de Escazú también se negocia en el 
marco del Principio 10, aprobado en Argentina mediante la ley 27566.

La demanda de democracia ambiental tiene un peso particular en América 
Latina y el Caribe. El Environmental Justice Atlas enumera 1063 conflictos socioam-
bientales para la región, caracterizada por un modo de desarrollo extractivista 
(Svampa, 2013). A su vez, a partir del denominado giro ecoterritorial (Svampa, 
2016) indigenista y ecofeminista que incorpora la ética del cuidado para el abor-
daje de la problemática ambiental, ha comenzado a incrementarse el énfasis y 
visibilizar el rol de las comunidades indígenas y las mujeres en defensa de bienes 
comunes y territorios sometidos a este modo de desarrollo.3 Los principios abra-
zados por Escazú pueden suponer, una vez garantizados, la diferencia entre vida y 
muerte para grupos marginalizados sobre los cuales se ejerce particular violencia 
toda vez que constituyen obstáculos para la libre explotación de los recursos 
naturales (o bienes comunes). Por esto, como señala Samchuk (2023, p. 10)

Resulta oportuno el diseño, planificación y ejecución de políticas públicas que incorporen la 
participación genuina de dichas comunidades, organismos y autoridades locales y provinciales. 

2	 Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo. Disponible en: 
https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm

3	 Ervin, J., 27 de noviembre de 2018. Las mujeres al frente por la naturaleza. Programa de las Na-
ciones Unidas Para el Desarrollo. Disponible en: https://www.undp.org/es/blog/las-mujeres-al-
frente-por-la-naturaleza

https://www.un.org/spanish/esa/sustdev/agenda21/riodeclaration.htm
https://www.undp.org/es/blog/las-mujeres-al-frente-por-la-naturaleza
https://www.undp.org/es/blog/las-mujeres-al-frente-por-la-naturaleza
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(…) permitirá, no tan solo la resolución de las problemáticas mencionadas, sino también acciones 
efectivas que pongan de relieve las voces de los/as principales involucrados/as.

Por último, vistos este diagnóstico y esta demanda, nos encontramos con que 
el Acuerdo de Escazú puede manifestar una forma de integración de la cuestión 
ambiental y el desarrollo: Sudamérica ha actuado con ímpetu en la arena inter-
nacional desde los primeros reconocimientos de los «límites del sistema» en la 
década de 1970 para no separar las cuestiones de desarrollo y medio ambiente 
en la agenda internacional (Estenssoro y Devés, 2013). Esta acción estratégica 
condujo a que ambos temas fuesen tratados en conjunto, de manera que no le 
fuera negada la actividad industrial asociada al desarrollo a los países del Tercer 
Mundo debido a la crisis ambiental producida fundamentalmente por la acción 
industrializadora de los países centrales. Profundizaremos un poco más en esta 
perspectiva.

La protección del medio ambiente, la inclusión social y el crecimiento econó-
mico son los tres pilares fundamentales del desarrollo económico sostenible de 
la Agenda de los Objetivos para 2030, en la que también se enmarca el acuerdo 
de Escazú. La evidencia muestra que existe una fuerte correlación positiva entre 
desarrollo económico y desempeño ambiental, pues como señala Wendling 
(2022), se trata de una relación intuitiva: el éxito en las políticas ambientales 
requiere inversiones sostenidas en infraestructura, capacidad estatal y capital 
humano. Es así, como la inversión sostenida en actividades intensivas en I+D 
permite, entonces, alcanzar niveles de desarrollo objetivo (Suarez, 2019). 
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Para Polanyi (1947), los procesos de intercambio económico son procesos 
institucionalizados, enmarcados en la idea de encastramiento político. La eco-
nomía humana está engranada y enredada en instituciones (económicas y no 
económicas) donde los actores económicos, desde ciudadanos ejerciendo sus 
derechos hasta el gobierno pueden guiar el funcionamiento de los mercados:

El lasciate ogni speranza del determinismo económico ha quedado atrás. Además de liberarse de 
estar esclavizado al mercado, el hombre obtiene una libertad aún más importante; su imaginación 
es nuevamente libre de crear y configurar su sociedad, pues sabe que puede poseer en plenitud 
la libertad que está preparado para planificar, organizar y salvaguardar (p. 316).

El fortalecimiento de la democracia ambiental, entonces, y el adecuado acceso a 
los derechos procedimentales ambientales asegura la reducción de asimetrías de 
información en la toma de decisiones entre ciudadanos, el Estado y los privados: 
la institucionalización de las acciones económicas constituye un proyecto polí-
tico. Según Mazzucato (2019), puede darse forma a los mercados de manera que 
produzcan resultados deseables como un «crecimiento verde». En esta misma 
línea, Wendling y otros (2022) encontraron una fuerte relación entre los niveles 
de riqueza de las naciones (medidos por el PBI per cápita) y la contribución rela-
tiva que aportan el Estado de Derecho y la calidad de gobernanza. Los mismos, 
se asocian de manera moderada pero significativa con el puntaje en el índice 
de desempeño ambiental (EPI).

Se ejecutan, a continuación, modelos de la forma:

Yij = aj + βjPBIpci + δj Zi + εij

donde: Y es el puntaje en el índice EPI (para nuestro análisis será el nivel de Salud 
Ambiental), pbipc es el PBI per cápita, β es el coeficiente del PBI per cápita, Z 
es el factor explicativo (para nuestras dos regresiones, será Estado de Derecho 
y Gobernanza), δ es el coeficiente que acompaña el factor explicativo, α es la 
ordenada, ε es el residuo, i es el índice correspondiente a cada país, j es el índice 
que corresponderá a nuestros factores de interés. Es preciso señalar que, dado 
el alto nivel de colinealidad, el modelo no concluye en términos de significancia 
estadística binaria sino que busca hacer un análisis respecto del grado de con-
tribución relativa al PIB per cápita en la explicación del desempeño ambiental.

Lo que se observa de la ejecución de estos modelos es que existe una correla-
ción positiva entre Estado de Derecho y desempeño ambiental, como aclara el 
Observatorio del Principio 10 de la declaración de Río sobre el Medio Ambiente y 
Desarrollo. La buena gobernanza, el Estado de Derecho y las instituciones capa-
ces son habilitadores para avanzar en la sostenibilidad ambiental del desarrollo.
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Destacamos, entonces, que la solidez de las instituciones y el acceso de la ciu-
dadanía a la toma de decisiones es un asunto fundamental para el desarrollo 
sostenible y, consecuentemente, el óptimo desempeño ambiental. En palabras 
de Bárcena (2021),

Cuando las leyes son justas, conocidas y aplicadas a todos por igual; cuando su aplicación es 
también justa y eficiente y existen sistemas de rendición de cuentas e instancias independientes 
a las cuales recurrir en caso de vulneración de derechos, las políticas, los planes y las inversio-
nes se hacen más eficientes desde el punto de vista ambiental, social y económico y permiten 
una distribución equitativa de los beneficios económicos y de los impactos ambientales de las 
actividades (p. 12-13).

Por último, como se ha mencionado anteriormente, debido a la habilidad de 
actores transnacionales de difundir la promoción de preferencias normativas 
sobre democracia (Mainwaring y Perez-Liñán, 2013), el Acuerdo de Escazú puede 
llegar a promocionar la necesidad de transparencia y valores democráticos con 
relación al medio ambiente a nivel regional.

Conclusiones

A lo largo de este trabajo hemos rescatado discusiones en torno a la democra-
cia en América Latina como fenómeno regional, partiendo de recordar que en 
2023 Argentina cumple 40 años de democracia ininterrumpida. De allí hemos 
destacado la noción de ciudadanía como un estatus cambiante cobijado por 
el ordenamiento institucional democrático al que le demanda modalidades 
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específicas de legitimidad y participación. Tal vez en principio esto pueda parecer 
una abstracción, pero hay dinámicas materiales que condicionan este devenir: 
para ello nos adentramos en la cuestión de la crisis ambiental como un diagnós-
tico que desencadenó demandas ciudadanas paulatinamente atendidas por los 
mecanismos democráticos de la región. El instrumento en el que hicimos foco, 
una vez aclarada la urgencia ambiental y su impacto diferenciado en América 
Latina, fue justamente la iniciativa multilateral, regional, que supuso el Acuerdo 
de Escazú. Concretamente, notamos en este Acuerdo una síntesis de las discusio-
nes recogidas a lo largo del trabajo y que, a su vez, conecta una demanda también 
tradicional de la región al apuntar a la generación de una institucionalidad que 
facilite el tratamiento simultáneo del ambiente y del desarrollo. En el Acuerdo 
de Escazú notamos un esfuerzo compartido que apunta hacia estándares de 
participación, acceso a la información y a la justicia por parte de ciudadanos que 
además tienden a pertenecer a grupos marginados. Pasando por Antropoceno, 
democracia ambiental y desarrollo, volvemos entonces al punto de partida: la 
aceleración de procesos de cambio con marcada impronta global nos recuerda 
que nuestra democracia está sometida a importantes vaivenes que necesita 
absorber y traducir en más y mejor ciudadanía para garantizar su continuidad. 
Los 40 años de democracia pueden tener su peso por la sola acumulación del 
tiempo, pero pueden también representar un valor extraordinario si verda-
deramente la honramos: si las audiencias públicas efectivamente permiten 
una participación informada y con capacidad de injerencia de las poblaciones 
afectadas, si las autoridades electas (y no electas) acompañan con honestidad 
estos procesos, si se protege la vida de aquellas personas que defienden sus 
territorios y comunidades, si se contribuye al desarrollo y si no olvidamos que 
este ordenamiento institucional actúa como parte de una red que fortalece 
los de nuestros vecinos. Escazú es un incremento de escala que no alcanza lo 
planetario, pero que al menos sugiere la posibilidad de que nos propongamos 
gobernar democráticamente un entorno al que la humanidad está afectando de 
forma potencialmente irreversible y negativa. Veremos dónde nos encontrare-
mos dentro de otros 40 años: si todo esto se cumple, quizás tendremos el lujo 
de decir que fue culpa de todos. 
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